ACCIÓN DE TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / DEFECTO PROCEDIMENTAL POR EXCESO RITUAL MANIFIESTO - Al tener por no contestada la demanda y el llamamiento en garantía / DEBER DEL JUEZ DE ADECUAR LA IMPUGNACIÓN AL RECURSO QUE RESULTE PROCEDENTE - Omisión / ACREDITACIÓN DE REPRESENTACIÓN LEGAL PARA CONFERIR PODER - Subsanada en término / VULNERACIÓN DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO / VULNERACIÓN DEL DERECHO DE ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

En relación con la decisión de no dar trámite al recurso de apelación frente a la contestación de la demanda, por no ser una de las providencias enlistadas en el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, es preciso resaltar que, por expresa remisión del mismo estatuto, y conforme lo manifestó la Sección Cuarta del Consejo de Estado en el proveído objeto de la impugnación, el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso estableció el deber que le asiste a los funcionarios judiciales, de adecuar los recursos propuestos por la parte interesada, siempre y cuando sean interpuestos dentro del término procesal oportuno (…) es evidente que tanto el Juzgado 5 Administrativo de Valledupar como el Tribunal Administrativo del Cesar, al adoptar las decisiones cuestionadas por medio de las cuales se resolvió no abordar el estudio del fondo de este reparo planteado por el Hospital San José E.S.E., omitieron el deber de asignarle a la contradicción el trámite correspondiente al recurso de reposición conforme lo previsto en la norma mencionada. En consecuencia, frente a este reparo, se encuentra demostrado que la autoridad judicial mencionada vulneró el derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del Hospital San José E.S.E., por tanto, incurrió en un exceso ritual manifiesto. Ahora bien, en cuanto a la decisión consistente en no resolver la solicitud de llamamiento en garantía, debido a que, quien presentó el escrito fue el abogado [C.F.L.S.] y éste no acreditó la representación legal de la entidad que le confirió poder, esta Sala de Decisión resalta que de acuerdo con lo expuesto por el juez a quo de tutela, el Juzgado 5 Administrativo del Circuito de Valledupar incurrió en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, al no tener por acreditado el cumplimiento del requisito (…) si bien el abogado [C.F.L.S.] no arribó la prueba de la existencia y representación de la entidad a la cual estaba defendiendo dentro del proceso de reparación directa, lo cierto es que sí aportó el poder conferido, y el hospital, por conducto del nuevo apoderado, allegó los documentos requeridos por el juzgado dentro del término estipulado en la providencia de 6 de septiembre de 2017. 
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Acción de Tutela – Fallo de segunda instancia

Se pronuncia la Sala sobre la impugnación interpuesta por la parte actora contra el fallo de primera instancia dictado el 10 de octubre de 2018 por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, mediante el cual amparó los derechos fundamentales deprecados en la acción de tutela de la referencia.

1. ANTECEDENTES

1.1. Solicitud

El Hospital San José E.S.E. del municipio de La Gloria, Cesar, por conducto de apoderado judicial
,  y con escrito presentado el 8 de mayo de 2018, interpuso acción de tutela contra el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, autoridad judicial que actualmente conoce del proceso de reparación directa promovido por Yurani Mario Gamarra, Angélica Uribe Guerrero, y Alba Rosa Guerrero Olivero contra la entidad actora y la Aseguradora Solidaria de Colombia LTDA, y contra el Tribunal Administrativo del Cesar, judicatura que conoció de un recurso de apelación dentro del mismo proceso ordinario, identificado con el número de radicado 20001-33-31-005-2016-00608-00. 

Lo anterior, con el fin de que le sean amparados sus derechos fundamentales «… al debido proceso, acceso a la justicia, derecho fundamental a la defensa en un proceso judicial, y el derecho fundamental a la aplicación del precedente jurisprudencial, prevalencia de lo sustancial sobre lo formal…», que consideró vulnerados como consecuencia de la decisión adoptada en la providencia 22 de febrero de 2018, por medio de la cual el Tribunal Administrativo del Cesar, confirmó la decisión adoptada por el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar de 4 de octubre de 2017, por medio de la cual el juez a quo se abstuvo de tener en cuenta la contestación de la demanda y la solicitud de llamamiento en garantía.

1.2. Hechos 
La solicitud de amparo se fundamentó en los siguientes hechos que, a juicio de la Sala, son relevantes para la decisión que se adoptará en la sentencia:

· Yurani Mario Gamarra, Angélica Uribe Guerrero y Alba Rosa Olivera demandaron en sede del medio de control de reparación directa al Hospital San José del municipio de La Gloria, Cesar, por las lesiones sufridas en el accidente de tránsito ocurrido el 2 de noviembre de 2014 mientras se desplazaban en una ambulancia de propiedad del departamento del Cesar, la cual, para la fecha del siniestro, era administrada por el referido hospital.
· El proceso fue asignado al Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, autoridad que mediante auto de 24 de enero de 2017
 resolvió admitir la demanda.
· Dentro del término legal el Hospital San José E.S.E. allegó, adjunto con el escrito de contestación de la demanda, una solicitud de llamamiento en garantía y el poder otorgado por la gerente del Hospital San José E.S.E, la señora Dalia Guiselle Rojas Galván, al abogado Carlos Fernando Lemus Solano
. 

· Mediante auto de 6 de septiembre de 2017, el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, previo a pronunciarse frente a la contestación de la demanda y a la solicitud de llamamiento en garantía presentadas por el Hospital San José E.S.E., concedió el término de 5 días para que aportara los documentos por medio de los cuales se demostrara la representación legal de la entidad a efectos de  tener como válido el poder. 

· Con escrito radicado en el Juzgado 5º Administrativo del Circuito Judicial de Valledupar el 14 de septiembre de 2017, en cumplimiento de lo estipulado por dicha autoridad en auto de 6 de septiembre de 2017, el abogado Gabriel Ángel Ballena Patiño allegó los documentos que acreditan la existencia y representación del referido hospital, con lo cual adjuntó el poder conferido a él por Dalia Guiselle Rojas Galván, gerente de la E.S.E, por medio del cual ratificó la actuación del primer abogado, Carlos Fernando Lemus Solano.

· Con auto de 4 de octubre de 2017, el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar resolvió:

«PRIMERO: Abstenerse de tener en cuenta la contestación de la demanda y el llamamiento en garantía formulados por el Dr. CARLOS FERNANDO LEMUS SOLANO, en su supuesta representación del HOSPITAL SAN JOSÉ E.S.E., en atención a que no se demostró que el mencionado profesional del derecho actuó con poder que lo facultara legalmente para representar a la entidad pública antes referida.

SEGUNDO: Téngase como no contestada la demanda por parte del HOSPITAL SAN JOSÉ E.S.E.

TERCERO: Reconózcase personería al Dr. GABRIEL ÁNGEL BALLENA PATIÑO, como apoderado judicial del HOSPITAL SAN JOSÉ E.S.E., DEL Municipio de La Gloria, de conformidad con el poder a él conferido (…)».

· Contra la anterior decisión el hospital interpuso recurso de apelación, por medio del cual solicitó: i) la revocatoria de la providencia de 4 de octubre de 2017; y ii) que se tuvieran en cuenta la contestación de la demanda y la solicitud de llamamiento en garantía.

Lo anterior, con fundamento en que: i) el Juzgado 5º Administrativo desconoció el principio previsto en la Constitución Política de 1991, correspondiente a la «…primacía del derecho sustancial sobre las formalidades…», en consecuencia, también vulneró el derecho de acceso a la administración de justicia  por un exceso ritual manifiesto; y ii) los documentos por medio de los cuales se acreditó la existencia y representación del hospital, fueron allegados dentro del término concedido por el juez, por parte del nuevo apoderado, quien a su vez, demostró su calidad mediante poder adjunto.    

· El recurso de alzada fue desatado por el Tribunal Administrativo del Cesar mediante proveído de 22 de febrero de 2018, autoridad que resolvió confirmar el auto apelado en los siguientes términos: i) que de conformidad con el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, solo era procedente estudiar lo referente a la solicitud de llamamiento en garantía, puesto que la decisión correspondiente a tener como no contestada la demanda, no era susceptible de éste recurso; y ii) finalmente, concluyó que el abogado que realizó la solicitud de llamamiento en garantía, en ese momento, «no contaba con la representación del hospital.» 

· La anterior providencia fue notificada por estado del día 23 de febrero de 2018. 

1.3. Fundamentos de la acción

A juicio de la parte actora el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar y el Tribunal Administrativo del Cesar, vulneraron sus derechos fundamentales «… al debido proceso, acceso a la justicia, derecho fundamental a la defensa en un proceso judicial, y el derecho fundamental a la aplicación del precedente jurisprudencial, prevalencia de lo sustancial sobre lo formal…», toda vez que con la expedición de las providencias de 4 de octubre de 2017 y 22 de febrero de 2018, respectivamente, incurrieron en defecto sustantivo y desconocimiento de precedente, defecto procedimental y violación directa de la Constitución.

1.3.1. En relación con el defecto sustantivo y el desconocimiento del precedente, el actor argumentó que se omitió lo previsto en el artículo 175
 de la Ley 1437 de 2011, por medio del cual se enlistan los aspectos que debe contener el escrito de contestación de la demanda, los cuales, a su juicio, fueron cumplidos a cabalidad.

Adicionalmente, resaltó que se realizó una interpretación errónea del artículo 243 del mismo estatuto, « (…) desconociendo el precedente jurisprudencial establecido en la sentencia C-229 de 2015 y el AUTO del 25 de junio de 2014, de la Sala Plena del Consejo de Estado, en el cual se establece que lo establecido (sic) en el artículo 243 del CPACA no es taxativo…. Absteniéndose del estudio contenido del recurso de apelación.» (Énfasis del texto original)

1.3.2. Frente a la violación directa de la Constitución, advirtió que se quebrantó el principio consistente en la « (…) la primacía del derecho sustancial sobre las formalidades (…)», y en consecuencia, se inobservó el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, postulados que, a su juicio, tienen incidencia directa en el sentido de la decisión que se reprocha.

Agregó que se configuró un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, con fundamento en que: i) los documentos por medio de los cuales se acreditaba la existencia y representación legal del hospital, allegados por conducto de nuevo apoderado dentro del término otorgado por el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, no fueron tenidos en cuenta;  y ii) la contestación de la demanda y la solicitud de llamamiento en garantía cumplían a cabalidad con las exigencias previstas en los artículos 175 y 225 de la Ley 1437 de 2011.

1.4. Pretensiones:

A título de amparo solicitó: 

“1. La tutela de los derechos fundamentales al debido proceso, acceso a la justicia, derecho fundamental a la defensa en un proceso judicial, y el derecho fundamental a la aplicación del precedente jurisprudencial y prevalencia de lo sustancial sobre lo formal.

2. Dejar sin efectos las providencias del Juzgado Quinto Administrativo de Valledupar y del Tribunal Contencioso Administrativo de Valledupar Cesar.

3. Ordenar al Juzgado Quinto Administrativo de Valledupar dar todos los efectos constitucionales y jurisprudenciales y tener como contestada la demanda dentro del proceso de la referencia.

4. Ordenar al Juzgado Quinto Administrativo de Valledupar dar todos los efectos constitucionales y jurisprudenciales al llamado en garantía por cumplir con los requisitos pertinentes.»

1.5. Trámite de la acción 
Con auto de 17 de mayo de 2018, se admitió la solicitud de tutela y ordenó su notificación a la parte actora, a los Magistrados del Tribunal Administrativo del Cesar en su condición de autoridad judicial demandada, para que en un término de 2 días rindiera informe sobre los hechos expuestos en la solicitud de amparo.

En la misma providencia, se vinculó en calidad de terceros con interés al Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, a la Aseguradora Solidaria de Colombia LTDA, y a las señoras Yurani Mario Gamarra, Angélica Uribe Guerrero y Alba Rosa Olivera.

1.6. Contestaciones

Ordenada la notificación y surtidas las respectivas comunicaciones, contestaron:

1.6.1. Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar

Como primera medida, advirtió que la acción de tutela es un mecanismo residual, respecto del cual, su procedencia está supeditada a la inexistencia de otro mecanismo judicial ordinario o extraordinario eficaz para obtener el amparo de los derechos fundamentales invocados.

Finalmente, solicitó que se denieguen las pretensiones de la demanda de tutela, por no encontrarse configurada ninguna de las causales de procedencia planteadas por la parte actora.

1.6.2. Administradora Solidaria de Colombia LTDA

De manera preliminar, adujo que lo pretendido por la parte accionante consiste en revivir etapas procesales fenecidas, aspecto que es responsabilidad del hospital al no haber ejercido dentro de la oportunidad procesal pertinente, « (…) el mecanismo idóneo para hacer valer sus derechos dentro del proceso.»

Por lo anterior, solicitó que se despache desfavorablemente la solicitud de amparo.

1.6.3. Tribunal Administrativo del Cesar

Como primera medida, recalcó la naturaleza subsidiaria de la acción de tutela, y en ese sentido, advirtió que lo pretendido por la accionante es revivir términos procesales concluidos.

Advirtió que el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011 señala taxativamente los autos que son susceptibles de recurso de apelación, y con fundamento en dicha norma, decidió no abordar el estudio frente a la decisión de tener como no contestada la demanda.

Frente a la solicitud de llamamiento en garantía, iteró que, si bien es cierto que procede el recurso de alzada y que cumple con los requisitos previstos en el artículo 225 del mismo estatuto, lo cierto es que «al revisar el expediente se pudo constatar que el doctor CARLOS FERNANDO LEMUS SOLANO, al momento de presentar la solicitud de llamamiento en garantía, no acreditó encontrarse facultado para ejercer la representación de la E.S.E…..pese a que advertido el defecto y en aras de garantizar el derecho a la defensa de la entidad demandada en el asunto estudiado… en auto de fecha 6 de septiembre de 2017, concedió al apoderado el término de 5 días para subsanar el error, término dentro del cual se presentó por parte de la entidad el poder debidamente diligenciado del señor GABRIEL ÁNGEL BALLENA PATIÑO, a quien le fue reconocida la respectiva personería jurídica.». 

Por las razones expuestas, el tribunal solicitó que se deniegue la acción de tutela de la referencia.

1.6.4. Las señoras Yurani Mario Gamarra, Angélica Uribe y Alba Rosa Guerrero Olivera, pese a que fueron notificadas por correo electrónico como consta a folio 24 del expediente de tutela, guardaron silencio. 

1.7. Sentencia de primera instancia

El Consejo de Estado, Sección Cuarta, con sentencia de 10 de octubre de 2018 resolvió amparar los derechos fundamentales deprecados por la parte actora, al considerar que:

i) Se encontró configurado el defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, que a su vez comprometió el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, por cuanto las autoridades judiciales censuradas debían tener en cuenta la contestación la demanda y la solicitud de llamamiento en garantía, una vez fueron aportados dentro del término concedido, los documentos a través de los cuales se acreditó la existencia y representación legal del hospital, puesto que con ello se saneó el error. 

ii) En relación con lo resuelto por el tribunal en sede del recurso de apelación contra el auto de 4 de octubre de 2017, resaltó que de conformidad con el parágrafo del artículo 318 del C.G.P.
, esta autoridad judicial debió adecuar la impugnación como recurso de reposición, respecto de la decisión de tener como no contestada la demanda.
iii) Concluyó que las autoridades reprochadas desconocieron los principios y el objeto de la jurisdicción contencioso administrativa, « (…) pues conforme al artículo 103 del CPACA, deben primar los principios constitucionales y los del derecho procesal en la aplicación e interpretación de las normas, lo que en el caso concreto no ocurrió, toda vez que, se reitera, los documentos aportados con el segundo poder estaban encaminados a demostrar la representación legal de la E.S.E. Hospital San José (…)».

En ese orden de ideas, el juez a quo de tutela resolvió:

«Primero.- AMPÁRANSE los derechos fundamentales al debido proceso y de acceso a la administración de justicia de la E.S.E. Hospital San José de La Gloria, Cesar. En consecuencia, DÉJASE SIN EFECTOS el auto de 22 de febrero de 2018, emanado del Tribunal Administrativo del Cesar.

Segundo.- ORDÉNASE al Tribunal Administrativo del Cesar que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, resuelva el recurso de apelación del auto que se abstuvo de tener en cuenta el llamamiento en garantía solicitado por la E.S.E. Hospital San José de la Gloria, Cesar, en la acción de reparación directa con radicado Nº 20-001-22-31-005-2016-00608-01, con base en las consideraciones expuestas en esta providencia.

Tercero.- 
ORDÉNASE al Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de Valledupar que en el término de diez (10) días, contados a partir de la notificación de esta providencia, adecue como recurso de reposición la impugnación presentada por la E.S.E. Hospital San José de la Gloria, Cesar, contra el auto de 4 de octubre de 2017, que se abstuvo de tener como contestada la demanda en la acción de reparación directa con radicado Nº 20-001-22-31-005-2016-00608-01, con base en las consideraciones expuestas en esta providencia.

(…)».

El fallo de tutela de primera instancia fue notificado mediante correos electrónicos enviados el 22 de octubre de 2018
.

1.8. Impugnación

Inconforme con la anterior decisión, el Tribunal Administrativo del Cesar, luego de hacer un resumen de los hechos, indicó que el derecho de postulación consiste en la facultad que tienen los abogados para solicitar ante los jueces de la república peticiones o para adelantar un proceso, a nombre propio o por cuenta de otra persona. Dicho derecho está consagrado en el artículo 73 del C.G.P.

Insistió en que si bien obra en el expediente ordinario el poder conferido al abogado Carlos Fernando Lemus Solano, lo cierto es que «lo que generó la abstención de tener en cuenta la contestación y el llamamiento en garantía formulado por el primer abogado, fue el hecho de no haber acreditado la entidad, en ese momento, la representación legal y pese a que lo hizo con el segundo poder, éste último fue otorgado a otro abogado, es decir, el primero no actuó con poder que lo facultara legalmente para representar a la entidad hoy accionante, y fue éste quien presentó contestación de demanda y llamamiento en garantía.»

Por lo expuesto, solicitó se revoque el fallo de primera instancia de fecha 10 de octubre de 2017.

2. CONSIDERACIONES DE LA SALA

2.1. Competencia

Esta Sala es competente para conocer la impugnación presentada contra el fallo de primera instancia, de conformidad con lo establecido en el Decreto 2591 de 1991, el Decreto 1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, y el artículo 2° del Acuerdo 55 de 2003 de la Sala Plena de esta Corporación.

2.2. El asunto bajo análisis

Corresponde a la Sala determinar si procede confirmar, modificar o revocar el fallo de 10 de octubre de 2018, por medio del cual la Sección Cuarta del Consejo de Estado amparó los derechos fundamentales invocados por la parte accionante.

Para resolver este problema, se analizarán los siguientes aspectos: (i) el criterio de la Sala sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial; (ii) los requisitos de procedibilidad adjetiva de la acción de tutela de la referencia y; (iii) el caso concreto.

2.3. Procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial

Esta Sección, mayoritariamente
, venía considerando que la acción de tutela contra providencia judicial era improcedente por dirigirse contra una decisión judicial. Solo en casos excepcionales se admitía su procedencia, eventos éstos que estaban relacionados con un vicio procesal ostensible y desproporcionado que lesionara el derecho de acceso a la administración de justicia en forma individual o en conexidad con el derecho de defensa y contradicción.

Sin embargo, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, en fallo de 31 de julio de 2012
 unificó la diversidad de criterios que la Corporación tenía sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, por cuanto las distintas Secciones y la misma Sala Plena habían adoptado posturas diversas sobre el tema
.

Así, después de un recuento de los criterios expuestos por cada Sección, decidió modificarlos y unificarlos para declarar expresamente en la parte resolutiva de la providencia, la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales
.

Señaló la Sala Plena en el fallo en mención: 

“De lo que ha quedado reseñado se concluye que si bien es cierto que el criterio mayoritario de la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo ha sido el de considerar improcedente la acción de tutela contra providencias judiciales, no lo es menos que las distintas Secciones que la componen, antes y después del pronunciamiento de 29 de junio de 2004 (Expediente AC-10203), han abierto paso a dicha acción constitucional, de manera excepcional, cuando se ha advertido la vulneración de derechos constitucionales fundamentales, de ahí que se modifique tal criterio radical y se admita, como se hace en esta providencia, que debe acometerse el estudio de fondo, cuando se esté en presencia de providencias judiciales que resulten violatorias de tales derechos, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento Jurisprudencialmente.”
 (Negrilla fuera de texto)

A partir de esa decisión de la Sala Plena, la Corporación debe modificar su criterio sobre la procedencia de la acción de tutela y, en consecuencia, estudiar las acciones de tutela que se presenten contra providencia judicial y analizar si ellas vulneran algún derecho fundamental, observando al efecto los parámetros fijados hasta el momento jurisprudencialmente como expresamente lo indica la decisión de unificación.

Sin embargo, fue importante precisar bajo qué parámetros procedería ese estudio, pues la sentencia de unificación simplemente se refirió a los “fijados hasta el momento jurisprudencialmente”.

Al efecto, en virtud de reciente sentencia de unificación de 5 de agosto de 2014
, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, decidió adoptar los criterios expuestos por la Corte Constitucional en la sentencia C-590 de 2005 para determinar la procedencia de la acción constitucional contra providencia judicial y reiteró que la tutela es un mecanismo residual y excepcional para la protección de derechos fundamentales como lo señala el artículo 86 Constitucional y, por ende, el amparo frente a decisiones judiciales no puede ser ajeno a esas características. 

A partir de esa decisión, se dejó en claro que la acción de tutela se puede  interponer contra decisiones de las Altas Cortes, específicamente, las del Consejo de Estado, autos o sentencias, que desconozcan derechos fundamentales, asunto que en cada caso deberá probarse y, en donde el actor tendrá la carga de argumentar las razones de la violación.  

En ese sentido, si bien la Corte Constitucional se ha referido en forma amplia
 a unos requisitos generales y otros específicos de procedencia de la acción de tutela, no ha distinguido con claridad cuáles dan origen a que se conceda o niegue el derecho al amparo -improcedencia sustantiva- y cuáles impiden analizar el fondo del asunto -improcedencia adjetiva-.

Por tanto, la Sección verificará que la solicitud de tutela cumpla unos presupuestos generales de procedibilidad. Estos requisitos son: i) que no se trate de tutela contra tutela; ii) inmediatez; iii) subsidiariedad, es decir, agotamiento de los requisitos ordinarios y extraordinarios, siempre y cuando ellos sean idóneos y eficaces para la protección del derecho que se dice vulnerado.

Cuando no se cumpla con uno de esos presupuestos, la decisión a tomar será declarar improcedente el amparo solicitado y no se analizará el fondo del asunto.

Cumplidos esos parámetros, corresponderá adentrarse en la materia objeto del amparo, a partir de los argumentos expuestos en la solicitud y de los derechos fundamentales que se afirmen vulnerados, en donde para la prosperidad o negación del amparo impetrado, se requerirá principalmente: i) que la causa, motivo o razón a la que se atribuya la transgresión sea de tal entidad que incida directamente en el sentido de la decisión y ii) que la acción no intente reabrir el debate de instancia.

Huelga manifestar que esta acción constitucional no puede ser considerada como una “tercera instancia” que se emplee, por ejemplo, para revivir términos, interpretaciones o valoraciones probatorias que son propias del juez natural. 

Bajo las anteriores directrices se entrará a estudiar el caso de la referencia.

2.4. Análisis sobre los requisitos de procedibilidad adjetiva  

2.4.1. Al aplicar los presupuestos conceptuales anotados al caso objeto de estudio, es imperioso concluir que no existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad, toda vez que no se trata de una tutela contra decisión de tutela, pues la providencia que se censura corresponde a una decisión proferida en sede de un recurso de apelación, resuelto por el Tribunal Administrativo del Cesar en el marco del proceso de reparación directa promovido por el Hospital San José E.S.E. 

2.4.2. Ahora bien, tampoco existe reparo alguno en cuanto hace referencia al juicio de procedibilidad en relación con el acatamiento del requisito de inmediatez, toda vez que la providencia que se acusa como vulneradora de derechos fundamentales fue proferida el 22 de febrero de 2018, la cual fue notificada por estado del día 23 de febrero siguiente, cobrando fuerza ejecutoria el 28 del mismo mes y año, y la solicitud de amparo constitucional se presentó el 8 de mayo de la presente anualidad, lo que para la Sala es un término razonable para el uso del mecanismo de amparo constitucional.

2.4.3. Por otra parte, en consideración a la subsidiariedad es evidente el agotamiento de los recursos ordinarios, ya que por tratarse de un recurso resuelto por el juez a quem, no existe mecanismo judicial para controvertirla. En tal sentido, no dispone de otros medios de defensa judicial, ordinarios o extraordinarios, para censurar las providencias proferidas por las autoridades judiciales cuestionadas.
Así las cosas, al concurrir los requisitos de procedibilidad adjetiva, concierne a la Sala abordar el estudio del asunto planteado de fondo. 

2.5. Caso concreto

Corresponde a la Sección Quinta del Consejo de Estado establecer si, de acuerdo con los argumentos expuestos por el Tribunal Administrativo del Cesar en su escrito de impugnación, en el caso concreto, se debe revocar, modificar o confirmar la sentencia de primera instancia proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado. 

2.5.1. En el presente caso, el Tribunal Administrativo del Cesar insistió en que  el abogado Carlos Fernando Lemus Solano, si bien contaba con el poder conferido por el Hospital San José E.S.E., lo cierto es que no acreditó la representación legal de la mencionada entidad, y a pesar de que fueron allegados por el nuevo apoderado de la entidad tutelante – Gabriel Ángel Ballena Patiño –, ello no corregía su error.

Así mismo, la judicatura enjuiciada agregó que, pese a que el llamamiento en garantía cumplía a cabalidad con los requisitos previstos en el artículo 225 del mismo estatuto, no era pertinente su análisis debido a que quien presentó el escrito no contaba con la representación de la E.S.E. 

2.5.2. Así las cosas, anticipa la Sección que la decisión del juez a quo por medio de la cual resolvió amparar los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso deprecados por la parte accionante, será confirmada por las razones que se exponen a continuación. 

2.6. Desarrollo del caso concreto 

2.6.1. Teniendo en cuenta que en ejercicio del medio de impugnación, el Tribunal Administrativo del Cesar adujo que las decisiones de tener por no contestada la demanda y no resolver el llamamiento en garantía, escritos formulados por el primer abogado, fueron dictadas con fundamento en que, en ese momento, no se acreditó la representación legal del hospital San José E.S.E., ésta Sala considera pertinente aclarar que no le asiste razón a la mencionada autoridad, por cuanto en la providencia cuestionada de 22 de febrero de 2018, al resolver el recurso interpuesto en relación, manifestó: 

«El Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en su artículo 243, señala taxativamente cuales son los autos que proferido (sic) por los jueces administrativos son susceptibles del recurso de apelación, dado que en el presente asunto, el recurso fue interpuesto contra la decisión que resolvió no de (sic) tener en cuenta la contestación de la demanda presentada por el Doctor CARLOS FERNANDO LEMUS SOLANO, así como la solicitud de llamamiento en garantía allegada, solo es procedente estudiar por parte de esta Corporación lo referente al llamamiento en garantía.(…)

De otra parte, una vez revisado el expediente se puede constatar que el doctor Lemus Solano al momento de presentar la solicitud de llamamiento en garantía no acreditó encontrarse facultado para ejercer la representación de la entidad demandada, E.S.E. HOSPITAL SAN JOSÉ DE LA GLORIA – CESAR, pese a que advertido el defecto y en aras de garantizar el derecho a la defensa de la entidad, el Juzgado Quinto Administrativo en auto de fecha 6 de septiembre de 2017, concedió al apoderado el término de 5 días para subsanar el error. Término en el cual fue presentado por parte de la entidad el poder debidamente diligenciado del señor GABRIEL ÁNGEL LEMUS (sic) BALLENA PATIÑO, a quien le fue reconocida personería jurídica.».  

En sentido de lo anterior, es claro que la razón por la cual el tribunal no abordó el estudio de los argumentos expuestos por la entidad recurrente, dirigidos contra la decisión de tener por no contestada la demanda, radicó en que ésta no es una de las providencias que se encuentran previstas en el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011.

De tal suerte que, al haberse impugnado únicamente lo referente a la falta de acreditación de la representación legal de la entidad, argumento mediante el cual la judicatura enjuiciada justificó su decisión de no pronunciarse respecto a la solicitud de llamamiento en garantía, ésta Sala de Decisión señala que, en principio, sería procedente, únicamente, el análisis de dicha arista.

No obstante la anterior precisión, en el caso sub examine es necesario abordar el fondo del asunto desde los dos argumentos planteados, puesto que no es posible realizar un pronunciamiento sobre la solicitud de llamamiento en garantía sin que se defina de manera preliminar, lo referente a la contestación de la demanda.  

2.6.2. En relación con la decisión de no dar trámite al recurso de apelación frente a la contestación de la demanda, por no ser una de las providencias enlistadas en el artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, es preciso resaltar que, por expresa remisión del mismo estatuto, y conforme lo manifestó la Sección Cuarta del Consejo de Estado en el proveído objeto de la impugnación, el parágrafo del artículo 318 del Código General del Proceso estableció el deber que le asiste a los funcionarios judiciales, de adecuar los recursos propuestos por la parte interesada, siempre y cuando sean interpuestos dentro del término procesal oportuno.

«ARTÍCULO 318. Procedencia y oportunidades.

(…)

Parágrafo. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.».

Con fundamento en la norma ibídem, es evidente que tanto el Juzgado 5º Administrativo de Valledupar como el Tribunal Administrativo del Cesar, al adoptar las decisiones cuestionadas por medio de las cuales se resolvió no abordar el estudio del fondo de este reparo planteado por el Hospital San José E.S.E., omitieron el deber de asignarle a la contradicción el trámite correspondiente al recurso de reposición conforme lo previsto en la norma mencionada.

En consecuencia, frente a este reparo, se encuentra demostrado que la autoridad judicial mencionada vulneró el derecho al debido proceso y de acceso a la administración de justicia del Hospital San José E.S.E., por tanto, incurrió en un exceso ritual manifiesto.

2.6.3. Ahora bien, en cuanto a la decisión consistente en no resolver la solicitud de llamamiento en garantía, debido a que, quien presentó el escrito fue el abogado Carlos Fernando Lemus Solano, y éste no acreditó la representación legal de la entidad que le confirió poder, esta Sala de Decisión resalta que de acuerdo con lo expuesto por el juez a quo de tutela, el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar incurrió en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, al no tener por acreditado el cumplimiento del requisito.

Esta Colegiatura no desconoce que el último inciso del artículo 96 de la Ley 1561 de 2012 establece que: «A la contestación de la demanda deberá acompañarse el poder de quien la suscriba a nombre del demandado, la prueba de su existencia y representación, si a ello hubiere lugar (…)».

No obstante lo anterior, si bien el abogado Lemus Solano no arribó la prueba de la existencia y representación de la entidad a la cual estaba defendiendo dentro del proceso de reparación directa, lo cierto es que sí aportó el poder conferido, y el hospital, por conducto del nuevo apoderado, allegó los documentos requeridos por el juzgado dentro del término estipulado en la providencia de 6 de septiembre de 2017.

Frente al particular, la Corte Constitucional en sentencia T-398 de 2017
, consideró:

«[…] El segundo se llama defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, y se configura cuando“(…) un funcionario utiliza o concibe los procedimientos como un obstáculo para la eficacia del derecho sustancial y por esta vía, sus actuaciones devienen en una denegación de justicia”; es decir, el funcionario judicial incurre en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto cuando “(i) no tiene presente que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de los derechos de los ciudadanos, (ii) renuncia conscientemente a la verdad jurídica objetiva pese a los hechos probados en el caso concreto, (iii) porque aplica rigurosamente el derecho procesal, (iv) pese a que dicha actuación devenga en el desconocimiento de derechos fundamentales”.
  (Énfasis de la Sala)

            […]

En esta medida, se puede entonces concluir que las formalidades procesales son esenciales en los procesos judiciales para garantizar el respeto de un debido proceso, a efectos de que las personas puedan defender sus derechos conforme a un conjunto de etapas y actos que lo que buscan es asegurar el funcionamiento de la administración de justicia, la validez de las actuaciones de las partes y la garantía de sus derechos.
 No obstante, éstas no se pueden convertir en fórmulas sacramentales y rigurosas que sacrifiquen el goce efectivo de los derechos subjetivos, pues el fin último del derecho procesal es precisamente contribuir a la realización de la justicia material. De hecho, cuando se aplican de manera taxativa las normas procesales en desmedro del amparo de los derechos de las personas, se configura un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto que hace procedente la acción de tutela contra providencias judiciales […]».
Conforme a la cita, la Sala encuentra que el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar incurrió en un defecto procedimental absoluto por exceso ritual manifiesto, al omitir que el derecho procesal es un medio para la realización efectiva de las garantías constitucionales y legales de las personas, al no resolver la solicitud de llamamiento en garantía elevada por el hospital por conducto de su primer apoderado, todo, en un marco de extrema rigurosidad procesal, obstaculizando de esta manera el derecho de acceso a la administración de justicia de la entidad y por ende, el derecho al debido proceso.

Lo anterior encuentra fundamento en que, dicha autoridad, al notar la ausencia de uno de los requisitos para acreditar la representación de la entidad demandada, resolvió otorgar un término perentorio con el fin de que la interesada allegara el documento pertinente, requerimiento que fue acatado por parte del hospital en forma oportuna mediante memorial radicado el 14 de septiembre de 2017 en el Despacho del Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar, con lo cual, se acreditó el cumplimiento de lo ordenado. 

En ese orden, es necesario hacer hincapié en que, a través de su representante legal, el Hospital San José E.S.E. otorgó el primer poder al señor Carlos Fernando Lemus Solano, quien presentó ante el juzgado el escrito de contestación de la demanda y la solicitud de llamamiento en garantía, así, es claro que en dicha oportunidad faltó acreditar la representación de la entidad, no obstante, con el segundo poder, el nuevo abogado, el señor Gabriel Ángel Ballena allegó la prueba correspondiente, y con ella, se entendió que se había convalidado la actuación del primer abogado. 

En consecuencia, se insiste, se dio cumplimiento a lo ordenado por el Juzgado 5º administrativo del Circuito de Valledupar, dentro del término concedido. 

2.6.4. Adicional a los argumentos expuestos, es preciso traer a colación que el Tribunal Administrativo del Cesar, en virtud de lo decidido por el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar en la providencia de 4 de octubre de 2017, esto es, lo correspondiente a tener por no contestada la demanda, carece de competencia para pronunciarse sobre la solicitud de llamamiento en garantía, aspecto de suma importancia en el caso objeto de análisis, toda vez que incide directamente en el sentido en que se debe impartir la orden del juez constitucional.

En sede de tutela de primera instancia, la Sección Cuarta del Consejo de Estado resolvió ordenar que en un término de 10 días contados a partir de la notificación de la providencia: i) el tribunal resuelva el recurso de apelación respecto de la solicitud de llamamiento en garantía; y ii) el juzgado adecue como recurso de reposición la impugnación respecto la decisión de tener como no contestada la demanda.

En ese sentido, es necesario resaltar que si bien esta Sección comparte la decisión de amparar los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso del hospital, adoptada por el juez a quo de tutela, lo cierto es que sería inane confirmar la orden a efectos de decirle al tribunal que resuelva la apelación frente a la solicitud de llamamiento en garantía y al juzgado que adecúe al trámite del recurso de reposición lo referente a la contestación de la demanda, por  cuanto: 

i) Al no haberse tenido en cuenta la contestación de la demanda, la solicitud de llamamiento en garantía corre con la misma suerte de manera automática, debido a que dicho escrito también fue presentado por el primer apoderado del hospital en el mismo momento procesal, en consecuencia, el tribunal pierde competencia para conocer de este asunto a través del recurso de alzada como se explicó en líneas previas.

ii) Al dejar en manos del tribunal lo concerniente al llamamiento en garantía, se estaría dejando este reparo sin la posibilidad de una segunda instancia.

iii) De otro lado, es muy posible que se hubiesen surtido otras actuaciones procesales a partir de la providencia de 4 de octubre de 2017, las cuales pueden incidir en el resultado del proceso, máxime, cuando no se tuvo en cuenta lo referido en el escrito de contestación de la demanda.

De conformidad con lo anterior, es de resaltar que este juez constitucional en sede de segunda instancia, se encuentra de acuerdo con el amparo de los derechos fundamentales deprecados por la parte actora, empero, para que las órdenes impartidas en la providencia impugnada tengan efectos reales en el caso concreto, lo más garantista radica en modificar la parte resolutiva de la providencia de 10 de octubre de 2018, para en su lugar, dejar sin efectos las providencias de 4 de octubre de 2017, 22 febrero de 2018, y todas actuaciones procesales surtidas con posterioridad a ellas, para que el juzgado decida lo que en derecho corresponda frente la contestación de la demanda, y en ese sentido, sobre la solicitud de llamamiento en garantía. 

2.7. Conclusiones

Concluye la Sala que el Juzgado 5º Administrativo del Circuito de Valledupar y el Tribunal Administrativo del Cesar incurrieron en un defecto procedimental por exceso ritual manifiesto, teniendo en cuenta que lo más garantista en el caso objeto de estudio, consistía en adecuar al trámite del recurso de reposición lo relativo a la contestación de la demanda en virtud de lo previsto en el artículo 318 del C.G.P. por expresa remisión de la Ley 1437 de 2011, y en ese sentido, resolver lo referente a la solicitud del llamamiento en garantía.

De conformidad con las razones expuestas en el presente proveído, la Sala de Decisión modificará la sentencia de 10 de octubre de 2018 dictada por la Sección Cuarta del Consejo de Estado, por medio de la cual, en sede de tutela de primera instancia resolvió amparar los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso del Hospital San José E.S.E., para en su lugar, dejar sin efectos las providencias de 4 de octubre de 2017, 22 de febrero de 2018, y todas actuaciones procesales surtidas con posterioridad a ellas, para que el juzgado decida lo que en derecho corresponda frente la contestación de la demanda, y en ese sentido, sobre la solicitud de llamamiento en garantía. 

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO. MODIFICAR la sentencia de 10 de octubre de 2018 proferida por la Sección Cuarta del Consejo de Estado para en su lugar: i) AMPARAR los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al debido proceso deprecados por el Hospital San José E.S.E.; y ii) DEJAR SIN EFECTOS las providencias censuradas de 4 de octubre de 2017,  22 de febrero de 2018, y todas las actuaciones procesales surtidas con posterioridad a ellas, para que en un término de diez (10) días contados a partir del día siguiente a la notificación del presente proveído, el Juzgado 5° Administrativo del Circuito de Valledupar, decida lo que en derecho corresponda frente a la contestación de la demanda, y en ese sentido, sobre la solicitud de llamamiento en garantía.
SEGUNDO. NOTIFICAR a las partes y a los terceros intervinientes en la forma prevista en el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO. Dentro de los diez (10) días siguientes a la ejecutoria de esta providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

ROCÍO ARAÚJO OÑATE

Presidente

LUCY JEANNETTE BERMÚDEZ BERMÚDEZ

Consejera

CARLOS ENRIQUE MORENO RUBIO 

Consejero

ALBERTO YEPES BARREIRO
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Consejero


� Poder visto a folio 13 del expediente de tutela.


� Visto a folios 295 y 296 del expediente ordinario.


� Visto a folios 440 a 447 del expediente ordinario.


� «ARTÍCULO 175. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA. Durante el término de traslado, el demandado tendrá la facultad de contestar la demanda mediante escrito, que contendrá:


1. El nombre del demandado, su domicilio y el de su representante o apoderado, en caso de no comparecer por sí mismo.


2. Un pronunciamiento sobre las pretensiones y los hechos de la demanda.


3. Las excepciones.


4. La relación de las pruebas que se acompañen y la petición de aquellas cuya práctica se solicite. En todo caso, el demandado deberá aportar con la contestación de la demanda todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso.


5. Los dictámenes periciales que considere necesarios para oponerse a las pretensiones de la demanda. Si la parte demandada decide aportar la prueba pericial con la contestación de la demanda, deberá manifestarlo al juez dentro del plazo inicial del traslado de la misma establecido en el artículo 172 de este Código, caso en el cual se ampliará hasta por treinta (30) días más, contados a partir del vencimiento del término inicial para contestar la demanda. En este último evento de no adjuntar el dictamen con la contestación, se entenderá que esta fue presentada en forma extemporánea.


6. La fundamentación fáctica y jurídica de la defensa.


7. El lugar donde el demandado, su representante o apoderado recibirán las notificaciones personales y las comunicaciones procesales. Para este efecto, cuando la demandada sea una entidad pública, deberá incluir su dirección electrónica. Los particulares la incluirán en caso de que la tuvieren.


(…)»


� Escrito enviado al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado el 28 de mayo de 2018, visto a folios 31 y 32 del expediente de tutela. 


� Escrito enviado al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado el 29 de mayo de 2018, visto a folios 34 y 35 del expediente de tutela. 


� Escrito enviado al correo electrónico de la Secretaría General del Consejo de Estado el 30 de mayo de 2018, visto a folios 39 y 40 del expediente de tutela. 


� «Parágrafo. Cuando el recurrente impugne una providencia judicial mediante un recurso improcedente, el juez deberá tramitar la impugnación por las reglas del recurso que resultare procedente, siempre que haya sido interpuesto oportunamente.»


� Folios 80 a 82 del expediente de tutela. 


� Escrito recibido en el correo electrónico de la Secretaría del Consejo de Estado el 24 de octubre de 2018, visto a folios 85 y 86.


� Sobre el particular, el Consejero Ponente mantuvo una tesis diferente sobre la procedencia de la acción de tutela contra providencia judicial que se puede consultar en los salvamentos y aclaraciones de voto que se hicieron en todas las acciones de tutela que conoció la Sección. Ver, por ejemplo, salvamento a la sentencia Consejera Ponente: Dra. Susana Buitrago Valencia. Radicación: 11001031500020110054601. Accionante: Oscar Enrique Forero Nontien. Accionado: Consejo de Estado, Sección Segunda, y otro. 


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González. 


� El recuento de esos criterios se encuentra en las páginas 13 a 50 del fallo de la Sala Plena antes reseñada. 


� Se dijo en la mencionada sentencia: “DECLÁRASE la procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales, de conformidad con lo expuesto a folios 2 a 50 de esta providencia.


� Sala Plena. Consejo de Estado. Ref.: Exp. No. 11001-03-15-000-2009-01328-01. ACCIÓN DE TUTELA - Importancia jurídica. Actora: NERY GERMANIA ÁLVAREZ BELLO. Consejera Ponente: María Elizabeth García González.


� CONSEJO DE ESTADO. Sala Plena de lo Contencioso Administrativo. Sentencia de 5 de agosto de 2014, Ref.: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ). Acción de tutela-Importancia jurídica. Actor: Alpina Productos Alimenticios. Consejero Ponente: Jorge Octavio Ramírez Ramírez.


� Entre otras en las sentencias T-949 del 16 de octubre de 2003; T-774 del 13 de agosto de 2004 y C-590 de 2005.


�Corte Constitucional, Sentencia T-398 de 2017. Magistrada ponente: Dra. Cristina Pardo Schlesinger.


� Corte Constitucional, sentencia T- 429 de 2011 MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 


� Corte Constitucional, sentencia T-051 de 2016 MP Gabriel Eduardo Mendoza Martelo, SV Gloria Stella Ortiz Delgado. 





